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EJECUTIVO CON GARANTÍA REAL / PRINCIPIO DE LA COMPETENCIA PERPETUA. [S]egún el principio de la competencia perpetua, decantado ya por la doctrina y la jurisprudencia nacionales, quien debe seguir con el conocimiento del asunto que arriba se anunció es, sin duda, el Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad, toda vez que en ese despacho se libró la orden compulsiva de pago, se decretó una cautela, y están por notificarse las demandadas, quienes, en su momento, podrían discutir la competencia asignada a ese funcionario, por vía del recurso de reposición contra el mandamiento de pago, como en  forma acertada lo dijo el Juez Tercero Civil Municipal de Dosquebradas.  
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De plano, como manda el artículo 139 del Código General del Proceso, decide esta Sala Unitaria el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Tercero Civil Municipal de Pereira y el Primero Civil Municipal de Dosquebradas, para conocer del proceso ejecutivo para la efectividad de la garantía real, iniciado por Gildardo Manrique Naranjo contra Luz Adriana Saldarriaga Gómez y Ximena Narváez Hincapié.
 
 



ANTECEDENTES
 
   



Demandó el señor Manrique Naranjo a las señoras Luz Adriana Saldarriaga Gómez y Ximena Narváez Hincapié para que, previos los trámites de un proceso ejecutivo se librara mandamiento de pago en su favor y se hiciera efectiva la garantía real contenida en una hipoteca constituida a su favor sobre un predio de propiedad de las demandadas, ubicado en el municipio de Dosquebradas.
Correspondió la demanda al Juez Tercero Civil Municipal local quien, previa inadmisión, libró mandamiento de pago y decretó el embargo del inmueble dado en garantía mediante proveído del 6 de julio de 2017 (f.29, c.1), transcurridos aproximadamente 6 meses de aquel acto y mediante auto adiado el 17 de enero de este año (f.29, c.1), en ejercicio de control de legalidad, decidió el funcionario rechazar la demanda y remitirla a su homólogo de Dosquebradas, pues hallándose ubicado el inmueble perseguido en aquella municipalidad, debe conocer del asunto de manera privativa un juez de allí, en atención a lo reglado en el numeral 7º del artículo 28 del Código General del Proceso.
Por reparto llegó el asunto al Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas, quien declinó la competencia para conocerlo y afirmó que se perpetuó la jurisdicción en cabeza del funcionario de Pereira, habida cuenta que al tenor de lo enseñado por la Corte Suprema de Justicia
, admitida la demanda ya no le era posible renegar la competencia, salvo que la parte facultada para hacerlo, utilizara los medios procesales dispuestos para tal fin.   
En consecuencia, remitió la actuación a esta sede para que se dilucide lo pertinente.

CONSIDERACIONES

1.
La Sala es competente para desenlazar el conflicto, en los términos del artículo 139 del C.G.P. 

2.
De manera delantera es preciso decir que según el principio de la competencia perpetua, decantado ya por la doctrina y la jurisprudencia nacionales, quien debe seguir con el conocimiento del asunto que arriba se anunció es, sin duda, el Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad, toda vez que en ese despacho se libró la orden compulsiva de pago, se decretó una cautela, y están por notificarse las demandadas, quienes, en su momento, podrían discutir la competencia asignada a ese funcionario, por vía del recurso de reposición contra el mandamiento de pago
, como en  forma acertada lo dijo el Juez Tercero Civil Municipal de Dosquebradas.  

Ciertamente en el Código General del Proceso se incluyó una novedad en relación a la competencia para conocer de los procesos donde se ejerciten derechos reales, asignándosela de manera privativa al funcionario donde se encuentren ubicados los bienes
, sin embargo, es de ver cómo, pese a ello y antes de rehusar el conocimiento de un proceso ya admitido, habrá de verificarse la ocurrencia de una de las especiales causales enlistadas en el canon 27 del mismo estatuto procesal, lo que claramente en este caso no sucede, pues por los factores objetivo y territorial se puede prorrogar la competencia, a menos que, se recalca, oportunamente se reclame por ello, lo que indica que no puede ser una actuación oficiosa, si no se realizó el debido control al momento de librar el mandamiento de pago. 

Para recalcar sobre el tema, sumado al preciso aparte jurisprudencial traído a colación por quien generó este conflicto negativo, de tiempo atrás viene diciendo la Corte Suprema que: 
   


“Así las cosas resulta desacertada la determinación adoptada, por el mencionado despacho judicial, el 8 de mayo de 2008 (fl. 16, cdno. 1), mediante la cual, como líneas atrás se dijo, de manera oficiosa, por falta de competencia territorial, remitió el proceso a los Juzgados Civiles Municipales de Barranquilla, habida cuenta que al haber librado la ejecución impetrada, sin que el demandado en la oportunidad correspondiente discutiera el punto, aquélla autoridad jurisdiccional quedó definitivamente habilitada para continuar conociendo del señalado proceso judicial, por virtud de lo previsto en el ordinal 1º del artículo 144 del estatuto procesal civil, en cuanto que “la parte que podía alegar [esa singular temática] no lo hizo oportunamente”.

  



El tema en varias ocasiones ha sido analizado por la Corporación y al efecto tiene dicho que “cuando el juez admite la demanda, inclusive en el evento de no ser el competente por el factor territorial, ya no le sería permitido, dice la Corte, modificarla de oficio, porque ‘asumido el conocimiento del asunto (…), la competencia por el factor territorial quedó radicada ante la dependencia judicial que sin objeción alguna asumió el estudio de la demanda’. Posteriormente, por tanto, no puede desconocerla, a no ser que la parte demandada o ejecutada, según el caso, plantee cuando fuere ‘admisible naturalmente, la respectiva cuestión de competencia, todo ello de conformidad con el Art. 148 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil” (Auto 185 de 26 de agosto de 1999).

  



Posteriormente la Sala se pronunció, para advertir que “[d]e manera general puede decirse que la oportunidad con que cuenta el juez para pronunciarse sobre su competencia para conocer de un determinado negocio es al iniciarse el proceso, cuando dicho funcionario, con base en los elementos fácticos aportados por el actor en la demanda, define tal cuestión, pues si la respuesta fuere negativa habrá de rechazarla remitiendo las diligencias al Despacho correspondiente, pero en caso contrario,  al admitirla,  queda allí radicada,  en principio,  la competencia”.
   


Oportunidad en la que puntualizó la Corte que “… una vez admitida la demanda no le es posible al juez a su arbitrio renegar de la competencia que por el factor territorial asumió,  pues queda sometido por tal aspecto a la actividad de las partes, comoquiera que un nuevo pronunciamiento sobre ese tema sólo le será factible en el evento de que el interesado cuestione el punto mediante la excepción previa correspondiente, o, si su proposición no fuese admisible, mediante el recurso de reposición; de donde, se reitera, si la parte demandada no actúa en dicho sentido, vedado le es ya al juez desprenderse del asunto aduciendo dicha razón,  por lo que, al no ser controvertida la falta de competencia diferente de la funcional en el término y oportunidad legales,  saneada como queda esta nulidad, seguirá el juez al frente del proceso. (Artículo 144 numeral 5o. del Código de Procedimiento Civil,  en armonía con los preceptos 148 inciso 2º y 143 inciso 5º  ibídem)” (auto de febrero 10 de 2000, exp. 0003).”
.
En consecuencia, se declarará que la competencia para seguir conociendo del presente proceso la tiene el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira y allí se remitirá el expediente; al Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas se le informará lo pertinente.

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demandada ejecutiva para la efectividad de la garantía real instaurada por el señor Gildardo Manrique Naranjo contra Luz Adriana Saldarriaga Gómez y Ximena Narváez Hincapié, le corresponde al Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, y allí se dispone remitir el expediente.
De esta decisión, infórmese al Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas.

Notifíquese.

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

Magistrado
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